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                                            El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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DERECHO A LA SALUD / CITA CON ESPECIALISTA / CUMPLIMIENTO POSTERIOR A FALLO DE PRIMERA INSTANCIA / HECHO SUPERADO / TRATAMIENTO INTEGRAL NO SOLICITADO / FACULTADES EXTRA Y ULTRA PETITA EN TUTELA / HECHOS LO JUSTIFICAN EN EL CASO CONCRETO / CONFIRMA / 

Con miras a verificar si en efecto por parte de la Dirección de Sanidad se dispuso lo pertinente, la Sala se contactó telefónicamente con el señor MORALES SÁNCHEZ, quien señaló que la valoración por oftalmólogo ya se le realizó y se le programó una cirugía de cataratas, frente a lo cual ya cuenta con las autorizaciones respectivas y solo falta que la entidad encargada de dicha intervención le informe el día de la misma.

Por lo anterior y como quiera que por parte de la Jefatura Seccional de Sanidad Risaralda, se cumplió lo atinente al atender el requerimiento médico del señor HÉCTOR MORALES SÁNCHEZ, considera la Sala que en lo atinente a dicho aspecto debe revocarse la providencia adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, y en su lugar se dispondrá negar el amparo elevado, al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado.

De otro lado y en lo atinente a la orden emitida por la Juez de primer nivel para que al señor HÉCTOR MORALES SÁNCHEZ se le brinde un tratamiento integral a su enfermedad visual, la  Dirección Seccional de Sanidad muestra su inconformidad al respecto por cuanto: (i) no fue reclamado por el actor; (ii) la tutela no puede proceder frente a derechos futuros e inciertos; (iii) al actor no se le ha determinado por el especialista en oftalmología un diagnóstico con ocasión de la remisión por parte del médico general, y (iv) no se dan las condiciones de salud extremas con las cuales le es permitido al juez de tutela otorgar el reconocimiento de prestaciones para garantizar la prestación integral.

Si bien es cierto el señor MORALES SÁNCHEZ no pidió al elevar la acción constitucional, que se le concediera la atención integral, debe decirse que la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo que atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela establecer qué derechos fueron han sido vulnerados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos.

(…)

Para la Sala es evidente que el señor MORALES presenta una afección visual que afecta su calidad de vida, y bajo esas circunstancias, se hacía imperativo que la funcionaria de primer nivel no solo amparara el derecho fundamental a la salud del cual es titular, sino que además ordenara su prestación integral.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada por el señor HÉCTOR MORALES SÁNCHEZ.

2.- DEMANDA 

Expresa el señor MORALES SÁNCHEZ que tiene 77 años y padece de “glaucoma en el ojo izquierdo, con cuadro de pterional (sic) nasal avanzado”, por lo cual se le ordenó valoración por la especializada de oftalmología para que determine diagnóstico y plan de manejo de dicha patología, sin que a la fecha por parte de Sanidad de la Policía Nacional se le hubiera programado la cita respectiva, lo cual afecta sus derechos fundamentales a la salud y la vida.

Pide que se protejan tales prerrogativas y se le ordene a Sanidad de la Policía que de forma inmediata programe la cita requerida.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, el despacho dispuso vincular a la Dirección  de Sanidad de la Policía Nacional y vinculó a la Policía Nacional y a la Dirección de Sanidad de la Policía, Seccional Risaralda, quienes así se pronunciaron:

- El Director General de Sanidad de la Policía Nacional, luego de hacer alusión a la normativa que los rige y las funciones que le son inherentes, esgrime que la competencia para atender la acción de tutela radica en la Dirección Seccional de Sanidad, y por ende cualquier requerimiento en atención a esta tutela debe dirigirse a dicha jefatura.

- El Jefe Seccional de Sanidad de Risaralda de la Policía, comunica lo siguiente: (i) la cita por la especialidad de oftalmología se le otorgó para junio 29 de 2018; (ii) se demuestra que la entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno y cuando el juez de tutela observa que ninguna conducta puede atribuírsele al accionado, debe declarar su improcedencia, y (iii) pide se niegue el amparo reclamado por el accionante.
3.2.- Culminado el plazo constitucional el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) mediante providencia de junio 15 de 2018, tuteló los derechos fundamentales a la salud y vida digna del señor HÉCTOR MORALES SÁNCHEZ y le ordenó a la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional, que dentro de las 48 horas siguientes garantice la prestación efectiva del servicio de consulta por especialista en oftalmología; así mismo que le brinde el tratamiento integral para la patología de “pterigion y otras oclusiones vasculares retinianas”, e igualmente desvinculó de este trámite a la Dirección de Sanidad de la Policía y a la Policía Nacional.
4.- IMPUGNACIÓN

En término oportuno el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional señala lo siguiente: (i) luego de hacer alusión al artículo 124 del Decreto Ley 019 de 2012 y la resolución 1552 de 2013, que lo reglamenta, expresa que al revisar la tutela impetrada se aprecia que en la orden emitida por el médico general no se estableció el tiempo en el que debía realizarse, sin que con ello se pretenda obviar la obligación que les asiste, sino que por tratarse de un servicio ambulatorio prescrito en mayo 22 de 2018, no habían transcurrido 30 días de haberse prestado el servicio cuando el actor interpuso la tutela; (ii) dicha Dirección ha puesto a disposición del actor múltiples canales de comunicación para que ponga en conocimiento las dificultades y buscar soluciones internamente, por lo cual los desconcertó la acción constitucional; (iii) extraña la decisión proferida por el juzgado al disponer una cobertura integral, lo que se interpreta como si en anteriores ocasiones no se le hubiera atendido, lo que se controvierte con las pruebas aportadas por el actor, que demuestran las valoraciones y exámenes para su salud visual; (iv) la orden para la cita con especialista en oftalmología le fue dada en mayo 22 de 2018 y programada para junio 29 de 2018, por lo que es desproporcionada la decisión del a quo; (v) pide se declare improcedente lo relativo al tratamiento integral que no fue reclamado por el accionante y el a quo lo concedió de manera subjetiva, por vía judicial; (vi) la tutela no procede frente a derechos futuros e inciertos, máxime que no se ha determinado por el especialista en oftalmología un diagnóstico a raíz de la remisión por parte del médico general, y tampoco transcurrió un mes entre la orden y la fecha en que se prestará el servicio; (vii) no obstante que existió una demora en la asignación de la cita, no se dan las condiciones de salud extremas con las cuales le es permitido al juez de tutela otorgar la atención integral, y (viii) pide se revoque el fallo adoptado.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparó los derechos fundamentales del señor HÉCTOR MORALES SÁNCHEZ. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el caso en estudio se aprecia que el señor MORALES SÁNCHEZ acudió ante el juez constitucional para buscar la protección los derechos fundamentales que estima vulnerados por la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía, lo que conllevó a que luego de adelantado el trámite pertinente, la a quo considerara que se quebrantaron sus derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas, por lo cual ordenó a la entidad accionada que  le garantizara la prestación efectiva del servicio de consulta por medicina especializada en oftalmología, e igualmente dispuso en favor del mismo que se le brindara el tratamiento integral para la patología de “pterigion y otras oclusiones vasculares retinianas”.
Sea lo primero señalar que la salud es un derecho fundamental, como así lo ha sostenido desde tiempo atrás la Corte Constitucional, lo cual fue debidamente reconocido con la expedición de la Ley Estatutaria 1751 de 2015
. Al respecto, la jurisprudencia ha indicado:

“[…] el artículo 49 de la Carta, […] consagró que toda persona tiene el derecho de acceso a la protección y recuperación de su salud, el cual se encuentra a cargo del Estado y que debe ser prestado conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.

Así, en desarrollo de las normas constitucionales citadas, el Congreso expidió la Ley 100 de 1993 “por medio de la cual se crea el Sistema General de Seguridad Social”, con el objetivo de otorgar el amparo frente a aquellas contingencias a las que puedan verse expuestas las personas con la posibilidad de afectar su salud y su situación económica. En ese orden, el sistema fue estructurado con los siguientes componentes: (i) el Sistema General en Pensiones, (ii) el Sistema General en Salud, (iii) el Sistema General de Riesgos Profesionales y (iv) Servicios Sociales Complementarios.

De igual forma, y por interesar a esta causa, la mencionada ley dispone como uno de los objetivos del Sistema General en Salud, crear condiciones de acceso a todos los niveles de atención para toda la población, orientado por los principios de universalidad, calidad y eficiencia, entre otros.

Asimismo, la Ley 1751 de 2015 reconoció el carácter fundamental que comporta este derecho, tal como lo venía señalando la jurisprudencia constitucional. Dicha garantía, consiste en una serie de medidas y prestación de servicios, en procura de su materialización, en el más alto nivel de calidad e integralidad posible.
 
En ese orden, esta Corte ha sostenido que, en virtud del derecho fundamental a la salud, el Estado está en la obligación de adoptar aquellas medidas necesarias para brindar a las personas este servicio de manera efectiva e integral, derecho que, de encontrarse de alguna manera amenazado, puede ser protegido por vía de acción de tutela” 

Igualmente, debe tenerse en cuenta que el actor es un sujeto de especial protección por tratarse de un adulto mayor de 77 años de edad
 que se halla en circunstancias de debilidad manifiesta no solo por su avanzada edad, sino por las enfermedades visuales que presenta y que le impiden tener una calidad de vida digna, por lo cual se hacía necesario salvaguardar su derecho a la salud como así lo tiene decantado la Corte Constitucional
:

“[…] esta Corte ha consolidado que la acción de tutela es un medio judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto a los derechos a la seguridad social y a la salud, con mayor razón frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de debilidad manifiesta (inciso final art. 13 Const.), entre los que están los niños, niñas y adolescentes, las personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De tal manera ha expresado
:

“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P. arts. 13, 46 y 47), la salud tiene el alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección constitucional a través de la acción de tutela.” -negrillas de la Sala-

Ahora bien, de la documentación arrimada al dossier, se aprecia con claridad que por parte de un médico general se remitió en mayo 22 de 2018 al señor HÉCTOR MORALES SÁNCHEZ ante un especialista en oftalmología a raíz de la patología visual que ostenta y en cuyo diagnóstico refirió que se trataba de un “Pterigion”, y ante la negativa de la entidad de disponer su práctica se interpuso la presente acción constitucional. Así mismo, se observa que 14 días después de la expedición de tal prescripción el actor formuló la acción de tutela para obtener la cita con el especialista, ante lo cual la accionada informó que esta se le había fijado para junio 29 de 2018, esto es, unos días después de haberse proferido el fallo de tutela de primer nivel, por medio del cual se ordenó que la misma se hiciera efectiva.

Con miras a verificar si en efecto por parte de la Dirección de Sanidad se dispuso lo pertinente, la Sala se contactó telefónicamente con el señor MORALES SÁNCHEZ, quien señaló que la valoración por oftalmólogo ya se le realizó y se le programó una cirugía de cataratas, frente a lo cual ya cuenta con las autorizaciones respectivas y solo falta que la entidad encargada de dicha intervención le informe el día de la misma
.

Por lo anterior y como quiera que por parte de la Jefatura Seccional de Sanidad Risaralda, se cumplió lo atinente al atender el requerimiento médico del señor HÉCTOR MORALES SÁNCHEZ, considera la Sala que en lo atinente a dicho aspecto debe revocarse la providencia adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, y en su lugar se dispondrá negar el amparo elevado, al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado
.

De otro lado y en lo atinente a la orden emitida por la Juez de primer nivel para que al señor HÉCTOR MORALES SÁNCHEZ se le brinde un tratamiento integral a su enfermedad visual, la  Dirección Seccional de Sanidad muestra su inconformidad al respecto por cuanto: (i) no fue reclamado por el actor; (ii) la tutela no puede proceder frente a derechos futuros e inciertos; (iii) al actor no se le ha determinado por el especialista en oftalmología un diagnóstico con ocasión de la remisión por parte del médico general, y (iv) no se dan las condiciones de salud extremas con las cuales le es permitido al juez de tutela otorgar el reconocimiento de prestaciones para garantizar la prestación integral.

Si bien es cierto el señor MORALES SÁNCHEZ no pidió al elevar la acción constitucional, que se le concediera la atención integral, debe decirse que la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo que atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela establecer qué derechos fueron han sido vulnerados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos. En Sentencia T-553 de 2008 así se pronunció la Corte Constitucional: 

“[…] sí es posible que el juez ordene la protección judicial de uno o más derechos constitucionales fundamentales que aparezcan vulnerados, así el interesado no lo hubiese solicitado expresamente en la demanda de tutela. Dada la naturaleza de la presente acción, la labor del Juez es impulsar el proceso tutelar y averiguar no solo todos los hechos determinantes, sino los derechos cuya afectación resulte demostrada en cada caso; en otras palabras, en materia de tutela no solo resulta procedente sino justo y reclamado por la preeminencia del derecho sustancial, que las acciones sean falladas extra o ultra petita.
 
Argumentar lo contrario conllevaría que la administración de justicia incumpla su deber de impartirla oportuna y acertadamente, denegación  que se materializa si el Juez advierte un quebrantamiento o amenaza de violación contra un derecho fundamental, como es la seguridad social en conexidad con la salud y la vida, y no pudiere ordenar su protección si el peticionario no lo adujo expresamente en la demanda, estando de más recordar que al Juez se le ha encomendado, entre otras, la inexorable labor de hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el formal, y procurar la defensa y eficacia de los derechos constitucionales.”
Y si tal facultad se le da al funcionario judicial para fallar más allá de lo pedido, no se observa irregularidad alguna en que por parte de la a quo se hubiera dispuesto el tratamiento integral para la patología que presenta el accionante, máxime cuando la juez constitucional no ha hecho cosa diferente que seguir los lineamientos que al respecto se tienen, en especial, porque es imperativo que ante la vulneración del derecho a la salud, se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la asistencia otorgada sea oportuna, eficaz y principalmente continua. Sobre el particular la Corte Constitucional ha señalado: 

“17.- De otro lado, no es aceptable que la negativa del reconocimiento de la prestación integral del servicio de salud, se fundamente en que no es posible para el juez de tutela dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas prestaciones futuras e inciertas, lo cual es acertado a la luz de la jurisprudencia de esta Corporación.  Sin embargo, de lo que se trata es de procurar que el juez establezca criterios que hagan determinable aquello que ordena con fundamento en los conceptos del médico tratante. Y, ello se logra si junto al mandato de reconocer atención de salud, muchas veces integral, se informa sobre la condición de la persona que requiere dicha atención o se remite a un especialista para que especifique esta condición.

18.- En este orden, el principio de integridad de la garantía del derecho a la salud, ha encontrado en la jurisprudencia de la Corte Constitucional criterios puntuales a partir de los cuales se configura la obligación de prestar de manera integral el servicio de salud. Así, cumplidos los presupuestos de la protección del derecho fundamental a la salud por medio de la acción de tutela
, ante la existencia de un criterio determinador de la condición de salud de una persona, consistente en que se requiere un conjunto de prestaciones en materia de salud en relación con dicha condición, siempre que sea el médico tratante quien lo determine, es deber del juez de tutela reconocer la atención integral en salud.”
 

Y no obstante que a la hora de ahora se diga que al actor no se le ha diagnosticado patología alguna, de los documentos que se arrimaron al expediente, se advierte que al señor HÉCTOR MORALES se le han realizado otras valoraciones de índole visual, de donde se desprende que sufre de diversas enfermedades. Mírese que por parte del médico general se le diagnosticó un “Pterigion”, y el especialista adscrito a la Clínica de Estudios Oftalmológicos estableció que padece de “otras oclusiones vasculares retinianas”, profesional este que igualmente plasmó que el actor padece glaucoma neovascular absoluto y que “no tiene pronóstico visual por el ojo izquierdo”, por lo que determinó el “manejo de ojo ciego por oftalmología general”.

De lo allí consignado, se aprecia que en efecto el señor HÉCTOR MORALES, tiene una deficiencia visual muy pronunciada, la que al parecer ya le ocasionó la pérdida de la visión por uno de sus ojos y como si ello fuera poco, mírese que el actor fue claro en expresar a esta Corporación que como consecuencia de la valoración que le realizó el oftalmólogo, se dispuso la realización de una cirugía de catarata ocular, que está pendiente de efectuarse.

Para la Sala es evidente que el señor MORALES presenta una afección visual que afecta su calidad de vida, y bajo esas circunstancias, se hacía imperativo que la funcionaria de primer nivel no solo amparara el derecho fundamental a la salud del cual es titular, sino que además ordenara su prestación integral. 
En esas condiciones, considera la Corporación que la decisión proferida por la a quo en cuanto dispuso que se le brindara la atención integral al actor, no encuentra reproche alguno, y por ende se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela en cuanto protegió los derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas del señor HÉCTOR MORALES SÁNCHEZ, y dispuso que la Dirección de Sanidad de la Policía Seccional Risaralda le preste el tratamiento integral para las patologías visuales que ostenta.

SEGUNDO: SE REVOCA el fallo en relación con la orden para la valoración por especialista en oftalmología, y en consecuencia SE NIEGA el amparo reclamado al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado. 

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
          JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones. 


� Ver sentencias T-499 de 2009 y T-152 de 2010 entre otras.


� Sentencia T-062 de 2017. 


� Nació en marzo 18 de 1941, ver copia de cédula, visible a folio 5.


� Sentencia T-160 de 2014.


� T-420 de mayo 24 de 2007, M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� Ver sentencias T-499 de 2009 y T-152 de 2010 entre otras.


� Ver, entre otras, sentencia T-330 de 2017. 


� Fundamento jurídico número 10 de esta sentencia. Que se trate de: (i) prestaciones concretas incluidas en los planes obligatorios siempre que su negativa no se haya fundamentado en un criterio estrictamente médico y, (ii) situaciones en las que su contenido no puede ser identificado con las prestaciones de los planes obligatorios, porque se refiere a la incapacidad económica de asumir una prestación excluida de dichos planes junto con la necesidad de garantizarla en razón a, por un lado, que se trate de un sujeto de especial protección constitucional (menores, población carcelaria, tercera edad, pacientes que padecen enfermedades catastróficas, entre otros), o por otro, que se trate de una situación en la que se puedan presentar argumentos válidos y suficientes de relevancia constitucional, que permitan concluir que la falta de garantía del derecho a la salud implique un desmedro o amenaza de otros derechos fundamentales de la persona, o un evento manifiestamente contrario a la idea de un Estado constitucional de derecho.


� Cfr. Sentencia T-398 del 24-04-2008, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.
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